
























































































































 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

 correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

 

Bogotá D.C., veintidós (22) de abril dos mil veintidós (2022) 
 

EXPEDIENTE:   11001-3334-003-2021–00073-00 

DEMANDANTE:  ALBA LUCÍA GUTIÉRREZ NIÑO 
DEMANDADO:  MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL                                                        

MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Asunto:    Resuelve medida cautelar 

 

En atención al informe secretarial que antecede2, procede el Juzgado a 

tomar la decisión que en derecho corresponda, previo los siguientes  
 

ANTECEDENTES 
 

1.1. La demanda  
 

La señora Alba Lucía Gutiérrez Niño, por medio de apoderado, interpone 

demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento 

del derecho, contra el Ministerio de Educación Nacional, con el fin que se 

declare la nulidad de la Resolución 12393 del 09 de julio de 2020, por medio 

de la cual se negó la convalidación de un título académico, así como de la 

Resolución 019269 del 09 de octubre de 2020, que resolvió adversamente el 

recurso de reposición3. 
 

Por auto del 27 de abril de 2021 la demanda se inadmitió entre otras, para 

que la demandante determinara con precisión y claridad las pretensiones en 

el entendido que si bien había ocurrido silencio administrativo negativo ficto 

respecto del recurso de apelación contra la Resolución 12393 del 09 de julio 

de 2020, dicho acto administrativo presunto no había sido demandado 

concretamente4. 
 

Subsanada la demanda y presentado memorial a través del cual la parte 

actora adicionó el acápite de pruebas de la demanda, mediante 

providencia del 12 de noviembre de 2021 el Juzgado admitió la demanda y 

su reforma, bajo los siguientes condicionamientos: 
 

“Adicionalmente, y dado que de la reforma de la demanda se 

infiere la existencia de acto administrativo expreso que resolvió la 

vía administrativa, es necesario, desde ya, traer a colación las 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 

dirigidos a este Despacho. 
2 Expediente digital, Cuaderno Medida Cautelar, archivo 03InformeSecretarial.pdf. 
3 Expediente electrónico, archivo 02DemandaYAnexos.pdf, páginas 33 a 54 
4 Expediente electrónico, archivo 05AutoIndamiteDemanda.pdf. 
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siguientes normas de la Ley 1437 de 2011 y hacer las siguientes 

precisiones. 

 

“ARTÍCULO 83. SILENCIO NEGATIVO. Transcurridos tres (3) meses 

contados a partir de la presentación de una petición sin que se 

haya notificado decisión que la resuelva, se entenderá que esta es 

negativa. 

 

En los casos en que la ley señale un plazo superior a los tres (3) 

meses para resolver la petición sin que esta se hubiere decidido, el 

silencio administrativo se producirá al cabo de un (1) mes contado 

a partir de la fecha en que debió adoptarse la decisión. 

 

La ocurrencia del silencio administrativo negativo no eximirá de 

responsabilidad a las autoridades. Tampoco las excusará del deber 

de decidir sobre la petición inicial, salvo que el interesado haya 

hecho uso de los recursos contra el acto presunto, o que habiendo 

acudido ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se 

haya notificado auto admisorio de la demanda.” (Se resalta) 

 

De la norma transcrita, se tiene que la administración ha perdido 

competencia para resolver los recursos sólo hasta cuándo se ha 

trabajo la litis con la notificación del auto admisorio de la 

demanda, situación esta que no ha ocurrido en el presente caso, 

por lo que, si bien en principio la demanda y subsanación se dirigió 

a que se declarara la nulidad de las resoluciones 12393 del 09 de 

julio de 2020, por medio de la cual se negó la convalidación de un 

título académico y 019269 del 09 de octubre de 2020, que resolvió 

adversamente el recurso de reposición, así como el acto 

administrativo ficto negativo que decidió el recurso de apelación, 

debe precisarse que de conformidad con lo señalado en el artículo 

163 del CPACA, y lo preceptuado previamente, deberán tenerse 

como demandados todos aquellos actos administrativo que 

resolvieron de manera expresa los recursos en sede administrativa, 

incluida la Resolución 011180 del 23 de junio de 2021.  
 

Lo anterior, por cuanto el referido acto administrativo fue proferido y 

notificada de manera sobreviniente a la presentación de la 

demanda pero previo a la admisión de la misma y a haberse 

trabado la Litis. Es decir, no existió o no se configuró acto 

administrativo negativo sobre el cual se pueda efectuar 

pronunciamiento de fondo en la sentencia5.” (Últimas negrillas 

fueras del texto original). 
 

Por lo anterior, y en aplicación a lo dispuesto en el artículo 163 del CPACA la 

demanda se admitió teniendo como actos administrativo acusados los 

siguientes: Resoluciones 12393 del 09 de julio de 2020, por medio de la cual 

se negó la convalidación de un título académico; y, 019269 del 09 de 

octubre de 2020 y 011180 del 23 de junio de 2021, por las cuales se 

resolvieron los recurso de reposición y apelación, respectivamente.    
 

 

                                                 

5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera ponente 

Sandra Lisset Ibarra Vélez, providencia del 02 de mayo de 2019, Radicación número: 05001-23-33-000-2017-01570-

01(4866-18) 
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El referido auto fue notificado por estado el 16 de noviembre de 2021, 

remitiéndose la comunicación electrónica de que trata la parte final del 

inciso tercero del artículo 201 del CPACA, el mismo 12 de noviembre del año 

2021, sin que la misma hubiera sido objeto de recursos. 

 

1.2. La medida cautelar  
 

En escrito separado de la demanda, la parte actora solicita se decrete la 

siguiente medida cautelar: “Ordene, una medida cautelar de imposición en 

contra de la entidad demandada: Nación - Ministerio de educación nacional, 

consistente en resolver el recurso de la vía gubernativa: Apelación, interpuesto por 

mi defendida, la señora: Ana Lucia Gutiérrez Niño, identificada con c.c. No. 

52.587.081 de Bogotá D.C. Al interior de su solicitud de convalidación de título 

extranjero, en contra del acto administrativo con referencia: Resolución No. 12393. 

Analizando la carga horaria de los módulos académicos denominados: 

Metodología de la investigación Científica, Tesis de Maestría, Portafolio I, Portafolio II 

y Portafolio III. Cursados y finalizados por mi defendida al interior de su título 

académico extranjero y reconociendo la metodología de estudio aplicada al 

interior del mismo, la cual fue: educación virtual, de conformidad con el medio de 

prueba documental con referencia: Concepto convalidación Ana Lucia Gutiérrez 

Niño - Universidad Internacional Iberoamericana”6; medida hoy prevista en el 

artículo 238 de la Constitución Política y que fuera regulada por el artículo 

230 del CPACA.  
 

A juicio de la demandante, la medida solicitada está llamada a prosperar 

por cuanto afirma que al realizar un ejercicio de ponderación, el grado de 

las afirmaciones de la entidad demandada es igual a cero (0), toda vez 

que a partir del análisis de los argumentos relacionados con el logro de 

certeza de las declaraciones que componen los argumentos de la entidad 

gestora al interior de la Resolución 019269, puede evidenciarse que la 

entidad acoge de forma integral el concepto de la sala asesora 

CONACES, en el sentido que a partir de la evaluación especifica del 

módulo de estudio denominado: Metodología de la investigación, 

evidencia que las horas de trabajo presenciales son iguales a 10% del total 

de horas de trabajo del proyecto de estudio para Maestría en educación; 

carga horaria que para el Ministerio de Educación es demasiada baja en 

comparación a los programas académicos similares ofertados por las 

entidades universitarias nacionales. Sin embrago, sostiene el apoderado de 

la demandante, se omite aclarar cuál o cuáles fueron las entidades 

universitarias nacionales objeto de cotejo y el medio de prueba 

documental denominado concepto convalidación Ana Lucia Gutiérrez 

Niño - Universidad Internacional Iberoamericana, donde se señala que la 

modalidad de trabajo seleccionada fue virtual, que el proyecto 

académico difiere del área de investigación académica por el módulo de 

Metodología de la investigación Científica , Tesis de Maestría y Portafolio I, 

Portafolio II y Portafolio III.  

 

Por el contrario, afirma que el grado de las afirmaciones de la señora Ana 

Lucia Gutiérrez Niño, con el propósito de convalidar su título académico 

obtenido en el extranjero, otorga un grado de certeza en atención a los 

                                                 

6 Expediente digital, archivo02DemandaYAnexos.pdf, páginas 6 a 32. 
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medios de prueba documentales aportados ante el Ministerio de 

Educación. 

 

Por lo anterior, afirma que existió vulneración al debido proceso por no 

practicar la totalidad de las pruebas decretadas, especialmente la 

relacionada con el concepto dado por la Universidad Internacional 

Iberoamericana respecto al cumplimiento del porcentaje de horas 

presenciales y no atender que la maestría que cursó fue en la modalidad 

virtual. 

  

1.3 Traslado de la solicitud de medida cautelar 
 

Por auto del 12 de noviembre de 2021, el Despacho ordenó correr traslado 

de la solicitud de medida cautelar a la parte demandada7.  

 

Esa providencia se notificó al Ministerio de Educación mediante correo 

electrónico del 29 de noviembre de 20218, vencido el término de traslado 

la entidad demandada no efectuó pronunciamiento alguno9. 

 

1.4 Posición de la parte demandada – Ministerio de Educación  

 

Como ya se expuso, la entidad demandada dentro del término 

establecido en la ley no efectuó pronunciamiento pese haberse notificado 

en debida forma el auto respectivo. 

 

2. CONSIDERACIONES 
 

De manera preliminar, es preciso anotar que, el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, consagró la posibilidad 

de decretar medidas cautelares dentro de todos los procesos declarativos 

que se adelanten ante esta jurisdicción, sin que dicho acto implique 

prejuzgamiento alguno. Así, se recuerda que en general las medidas 

cautelares tienen el objeto de garantizar la eficacia de las providencias 

que ponen fin a los procesos judiciales10.  

Adicionalmente, se pone de presente que de acuerdo con lo previsto en el 

artículo 230 de la Ley 1437 de 2011, las medidas cautelares podrán ser 

preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, las cuales 

deberán tener relación directa y necesaria con las pretensiones de la 

demanda.  

 

En ese sentido, la norma determina que el Juez podrá decretar una o 

varias de las siguientes medidas: 

                                                 

7 Expediente digital, Cuaderno Medida Cautelar, archivo 02TrasladoMedidaCautelar.pdf 
8 Expediente digital, Cuaderno Medida Cautelar, archivo 03CapturaNotificacionTrasladoMedidaCautelar.pdf 
9 Expediente digital, Cuaderno Medida Cautelar, archivo 04InformeSecretarial202100073.pdf 
10 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta, Expediente 

110010328000201500018 00, Auto del 25 de agosto de 2015. Consejera Ponente Lucy Jeannette Bermúdez 

Bermúdez. 
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“1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al 

estado en que se encontraba antes de la conducta vulnerante o 

amenazante, cuando fuere posible. 

 

2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusi-

ve de carácter contractual. A esta medida solo acudirá el Juez o 

Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de conjurar 

o superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, 

en cuanto ello fuere posible el Juez o Magistrado Ponente indicará 

las condiciones o señalará las pautas que deba observar la parte 

demandada para que pueda reanudar el procedimiento o ac-

tuación sobre la cual recaiga la medida. 

 

3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrati-

vo. 

 

4. Ordenar la adopción de una decisión administrativa, o la reali-

zación o demolición de una obra con el objeto de evitar o prevenir 

un perjuicio o la agravación de sus efectos. 

 

5. Impartir órdenes o imponerle a cualquiera de las partes del pro-

ceso obligaciones de hacer o no hacer. 

 

PARÁGRAFO. Si la medida cautelar implica el ejercicio de una fa-

cultad que comporte elementos de índole discrecional, el Juez o 

Magistrado Ponente no podrá sustituir a la autoridad competente 

en la adopción de la decisión correspondiente, sino que deberá 

limitarse a ordenar su adopción dentro del plazo que fije para el 

efecto en atención a la urgencia o necesidad de la medida y 

siempre con arreglo a los límites y criterios establecidos para ello en 

el ordenamiento vigente.” (Negrillas del Juzgado) 

 

2.1. Requisitos para la procedencia de las medidas cautelares en el medio 

de control de nulidad y restablecimiento distintas a la suspensión 

provisional de los actos administrativos. 
 

El artículo 231 del CPACA estableció los requisitos cuanto a medidas 

cautelares distintas a la suspensión provisional, en lo referido a los medios 

de control de nulidad y nulidad y restablecimiento del derecho, en los 

siguientes términos: 
 

“En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes 

cuando concurran los siguientes requisitos: 
 

1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 

titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, 

informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 

mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 

gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla. 
4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
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a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, 

o b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse 

la medida los efectos de la sentencia serían nugatorios.” 
 

Así, a partir de las normas trascritas, el demandante, mediante petición 

debidamente sustentada, está facultado para solicitar medida cautelares 

preventivas, conservativas o anticipativas.  De modo tal, resulta necesario 

que, la medida de suspensión provisional se acredite en debida forma, se 

determine de manera clara las normas vulneradas y se expliquen las 

razones por las que considera, se presenta el desconocimiento de éstas, 

como requisitos necesarios para el estudio de la medida cautelar; pero 

además debe observarse que la finalidad de esta figura es proteger 

y garantizar, temporalmente, el objeto del proceso y la efectividad de 

la sentencia, por lo que el Juez deberá guiarse en dicho precepto al 

momento de decidir su procedencia. 
 

Además, en el examen de procedibilidad de la medida solicitada, de 

conformidad con la jurisprudencia del Consejo de Estado, deberá 

verificarse la concurrencia de los elementos tradicionales que ameritan la 

imposición de la cautela, a saber: i) fumus boni iuris, o apariencia de buen 

derecho, ii) periculum in mora, o perjuicio de la mora, y, iii) la ponderación 

de intereses conforme el numeral 3 de la norma antes transcrita11. 

 

Sobre el objeto, finalidad y procedencia de las medidas cautelares en esta 

jurisdicción, el Consejo de Estado también ha señalado lo siguiente:  
 

“3.1.- Los artículos 229 y siguientes del CPAyCA instituyen un amplio y 

novedoso sistema de medidas cautelares en el procedimiento 

contencioso administrativo que son aplicables en aquellos casos en 

que se consideren “necesarias para proteger y garantizar, 

provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la 

sentencia”, conforme a las notas del mismo artículo, de donde se 

infiere que la institución cautelar es una manifestación legislativa 

concreta de la garantía de efectividad del derecho al acceso a la 

administración de justicia; comoquiera que se busca evitar que la 

duración del proceso afecte a quien que acude a la jurisdicción, a 

tal punto que para el momento de obtener una decisión favorable se 

torne en ilusorio el ejercicio del derecho reconocido, pues al decir de 

Chiovenda “la necesidad de servirse del proceso para conseguir la 

razón no debe convertirse en daño para quien tiene la razón”.  

 

3.2.- El anterior aserto se sustenta en que a través de la tutela cautelar 

se protege de manera provisional e inmediata una posición jurídica 

en concreto (bien sea particular o general) que es objeto de litigio 

ante la jurisdicción contenciosa administrativa y que encuentra en 

entredicho su ejercicio a plenitud en razón a la amenaza que 

supone, en general, la acción de la administración pública, bien sea 

a partir de una decisión administrativa, una acción u omisión, etc.; 

por citar algunas manifestaciones particulares del accionar de la 

administración. En otras palabras, al decir de Schmidt-Assmann, con 

la tutela cautelar “se pretende evitar “hechos consumados” y, así 

                                                 

11 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, Consejero Ponente: Roberto 

Augusto Serrato Valdés, auto del 28 de enero del 2019, radicación número: 11001-03-24-000-2014-00302-00. 
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garantizar la temporalidad de la tutela judicial, aunque sólo sea de 

forma provisional.”.  

 

3.3.- Avanzando en la tipología desarrollada por el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se 

diferencia entre medidas cautelares preventivas, tendientes a operar 

como una suerte de acción impeditiva para que no se pueda 

consolidar una afectación a un derecho; conservativas que buscan 

mantener o salvaguardar un statu quo ante; anticipativas, en donde 

se pretende satisfacer por adelantado la pretensión perseguida por el 

demandante, mediante una decisión que propiamente 

correspondería al fallo que ponga fin al proceso y que se justifica en 

tanto que de no adoptarse se incurriría en un perjuicio irremediable 

para el actor, y de suspensión que corresponde a la medida 

tradicional en el proceso contencioso administrativo de privación 

temporal de los efectos de una decisión administrativa. (…) 

 

3.9.- Criterio de aplicación. Por otro lado, en cuanto a los criterios que 

debe seguir el juez contencioso administrativo para determinar la 

procedencia de una medida cautelar, es preciso reconocer que éste 

cuenta con un espacio de discrecionalidad para adoptarla así como 

para modular sus efectos en el caso concreto. En este contexto, 

debe el Juez tener en cuenta el principio de proporcionalidad como, 

de hecho, se desprende, además de las exigencias constitucionales y 

convencionales, de la normativa sobre las medidas cautelares al 

establecer como uno de los requisitos para el decreto de la cautela 

que “el demandante haya presentado los documentos, 

informaciones, argumentos y justificaciones que permitan concluir, 

mediante un juicio de ponderación de intereses, que resultaría más 

gravoso para el interés público negar la medida cautelar que 

concederla” (artículo 231 CPAyCA). (…)  

 

3.11.- En consecuencia, la observancia de este razonamiento 

tripartito conlleva a sostener que en la determinación de una medida 

cautelar, que no es más que la adopción de una medida de 

protección a un derecho en el marco de un proceso judicial, el Juez 

debe tener en cuenta valoraciones de orden fáctico referidas a una 

estimación de los medios de acción a ser seleccionados, cuestión 

que implica i) que la medida decretada sea adecuada para hacer 

frente a la situación de amenaza del derecho del afectado 

(idoneidad); ii) que, habida cuenta que se trata de una decisión que 

se adopta al inicio del proceso judicial o, inclusive, sin que exista un 

proceso formalmente establecido, la medida adoptada sea la menos 

lesiva o invasora respecto del marco competencial propio de la 

administración pública (necesidad) y, por último, es necesario iii) 

llevar a cabo un razonamiento eminentemente jurídico de 

ponderación, en virtud del cual se debe determinar de manera 

doble el grado de afectación o no satisfacción de cada uno de los 

principios contrapuestos (pasos a y b) y, luego de ello, se procede a 

c) que ordena analizar si se encuentra justificado que la satisfacción 

de uno de los principios afecte al otro; aplicando las consideraciones 

vertidas en iii) en la materia que se está tratando, hay que decir que 

ello implica valorar si está justificada la adopción de la medida 
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cautelar para la protección de un derecho en circunstancias de 

amenaza, en desmedro de la administración.”12 (Se resalta) 

 

2.2. Del caso en concreto 
 

El Despacho procederá a analizar la solicitud de medida cautelar a la luz 

de los presupuestos antes descritos. 
 

Por tanto, a efectos de resolver, preliminarmente se analizará si la solicitud 

de la medida positiva (resolver el recurso de apelación interpuesto al interior 

del procedimiento de convalidación de título extranjero) cumple con los 

requisitos establecidos en los artículos 229 y 231 de la Ley 1437 de 2011. 
 

Así, respecto de los requisitos previstos para la medida cautelar encuentra 

el Despacho, que esta no se sujetó a todos y cada uno de ellos, en efecto, 

observa que el libelista, si bien sustenta las razones por las cuales considera 

debió realizarse una valoración probatoria distinta y que su representada  

cumple los presupuestos de intensidad horaria para la convalidación del 

título académico obtenido en el exterior, no acredita la existencia de un 

perjuicio que no permita esperar hasta la resolución de fondo del asunto, 

que resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar 

que concederla y/o que de no otorgarse la medida, los efectos de la 

sentencia serían nugatorios. 
 

Adicionalmente, considera el Juzgado necesario determinar si el objeto de 

la media cautelar sigue estando vigente y si es posible emitir la orden 

solicitada, ello, por cuanto como se señaló en párrafos anteriores el 

Ministerio de Educación Nacional ya emitió acto administrativo por medio 

del cual resolvió definitivamente la vía administrativa. Es así que, a través 

de la Resolución 011180 del 23 de junio de 2021, la directora de Calidad 

para la Educación Superior resolvió el recurso de apelación contra la 

Resolución 12393 del 9 de julio de 2020, confirmándola al considerar que 

existe razonabilidad jurídica y técnico académica para determinar la 

improcedencia de convalidad el título académico objeto de estudio. 

 

En ese sentido, la medida solicitada no sólo no guarda coherencia con las 

pretensiones de la demanda, o mejor, con el objeto de la misma en razón 

a los actos administrativos sobre los cuales recaerá el estudio de legalidad, 

tal y como quedó expuesto en el auto admisorio de la demanda, en tanto 

el acto administrativo ficto al que aludía la demandante no existió; sino 

que además se presenta carencia actual de objeto, pues al existir acto 

administrativo expreso respecto al recurso de apelación resulta impropio 

para el Despacho emitir orden en tal sentido. 

 

No obstante, es preciso señalar que aunque la demandante solicitó que se 

ordenara la expedición del acto administrativo analizando la carga horaria 

de los módulos académicos y reconociendo la metodología de estudio 

aplicada al interior del programa cursado según el propio concepto la 

institución que lo emitió (Universidad Internacional Iberoamericana), tal 

                                                 

12 Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección C, CP Jaime Orlando Santofimio Gamboa, providencia de 13 

de mayo de 2015, radicación 11001-03-26-000-2015-00022-00 (53057). 
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adopción resulta improcedente dado que no solo no sustentó ni probó cual 

es el perjuicio o agravación que se prevendría, sino que al tratarse la 

actuación administrativa del ejercicio de una facultad que comporta 

elementos de índole discrecional para la entidad demandada, el Juez no 

puede sustituirla en la adopción de la decisión correspondiente. En 

consecuencia, no se evidencia que la medida pretendida sea la menos 

lesiva o invasora respecto del marco competencial propio de la 

administración pública. 

 

Por lo anterior, el Despacho considera que el estudio de las razones en que 

se sustenta la medida cautelar presupondría la suspensión provisional de 

las resoluciones demandadas, y pese a ello, esta se pidió fue como una 

medida anticipativa que en este punto carece de objeto. Ello sin dejar de 

lado que a este operador judicial no le está permitido en esta etapa del 

proceso desplegar un esfuerzo analítico propio de la fase final sin haberse 

agotado las etapas que deben preceder a la sentencia, como sería en 

este caso la alegada vulneración al debido proceso por indebida 

valoración probatoria, para lo cual se requeriría como mínimo contar con 

la totalidad del expediente administrativo que contenga los antecedentes 

del caso.  

 

En mérito de lo expuesto, el Jugado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá 

 

RESUELVE 
 

ÚNICO: Negar la medida cautelar solicitada por la parte demandante. 
 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 

 
DCRP 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL 

 
JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO  DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 

SECCIÓN PRIMERA 

Dirección única para correspondencia1  

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co  
 

Bogotá D.C., veintidós (22) de abril dos mil veintidós (2022) 
 

EXPEDIENTE:   11001-3334-003-2022–00188-00 

DEMANDANTE:  MIGUEL ANTONIO ENAMORADO MORA Y OTROS 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJÉRCITO 

NACIONAL                      

MEDIO DE CONTROL: CONCILIACIÓN 

 

Asunto: Remite por competencia 

  

Visto el informe secretarial que antecede, procede el Juzgado a tomar la 

decisión que en derecho corresponda, en relación con el acuerdo 

conciliatorio remitido por la Procuraduría 50 Judicial II para Asuntos 

Administrativos. 
 

ANTECEDENTES 
 

Los señores Miguel Antonio Enamorado Mora y Luz Dary Mestra Jaraba, en 

Nombre Propio y en representación de los menores Kenis María Enamorado 

Mestra, Keidys María Enamorado Mestra; Ever Luis Enamorado Mestra, Luis 

David Enamorado Mestra, María Luisa Jaraba López, Rojas Elías Mestra Ríos, 

Mercedes María Mora Furnieles y Juan Antonio Enamorado García, 

mediante apoderado elevaron solicitud de conciliación extrajudicial 

convocando al Ministerio de Defensa – Ejército Nacional, en procura que se 

evite iniciar una demanda contenciosa administrativa en ejercicio del medio 

de control de reparación directa, para que se reconozcan y paguen los 

perjuicios causados con ocasión de la muerte del soldado Regular Juan 

Antonio Enamorado Mestra cuando se encontraba en desarrollo de una 

operación de control territorial. 

 

CONSIDERACIONES 
 

De la revisión de las pretensiones, hechos y documentos aportados con el 

acuerdo conciliatorio, el Juzgado precisa que el presente asunto es de 

naturaleza eminentemente indemnizatoria en razón a la responsabilidad 

extracontractual que se endilga a la entidad convocada, y por tanto, es 

necesario traer a colación el Acuerdo PSAA06-3345 del 13 de marzo de 2006, 

emitido por el Consejo Superior de la Judicatura, que señaló que los 

Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, se distribuirían 

conforme a la estructura de secciones del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, dispuesta en el artículo 18 del Decreto Extraordinario 2288 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 

dirigidos a este Despacho. 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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de 1989 “por medio del cual se dictan algunas disposiciones en relación con 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa”.  

 

El mencionado artículo 18, señala respecto a las competencias de las 

secciones primera y tercera, lo siguiente: 
 

“Atribuciones de las secciones. Las secciones tendrán las 

siguientes funciones:  
 

Sección Primera. Le corresponde el conocimiento de los siguientes 

procesos y actuaciones: 

1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a 

las demás Secciones. (…) 

SECCIÓN TERCERA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes 

procesos de competencia del Tribunal:  
 

1. De reparación directa y cumplimiento.  
 

2. Los relativos a contratos y actos separables de los mismos.  
 

3. Los de naturaleza agraria.  
  

(…).” (Resalta el Juzgado) 
 

En ese sentido, la competencia dado el origen de la controversia que fue 

objeto de conciliación, relativa al medio de control de reparación directa, no 

es de la Sección Primera de los Juzgados Administrativos de Bogotá, sino de la 

Sección Tercera. 

 

Ahora bien, observa el Juzgado que en la solicitud de conciliación se estimó 

la cuantía en la suma de $1.243.003.202, correspondiente a: por perjuicios 

inmateriales $1.000.000.000 y por perjuicios materiales $233.565.046; no 

obstante el valor conciliado recayó únicamente frente a los perjuicios 

inmateriales en un total de 240 SMLMV.   

 

En ese sentido, el artículo 157 ídem, vigente al momento de radicación de 

la demanda, establece: 
 

“ARTÍCULO 157. COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA CUANTÍA. <Artículo 

modificado por el artículo 32 de la Ley 2080 de 2021. Consultar régimen 

de vigencia y transición normativa en el artículo 86. El nuevo texto es el 

siguiente:> Para efectos de la competencia, cuando sea del caso, la 

cuantía se determinará por el valor de la multa impuesta o de los 

perjuicios causados, según la estimación razonada hecha por el actor 

en la demanda, sin que en ella pueda considerarse la estimación de los 

perjuicios inmateriales, salvo que estos últimos sean los únicos que se 

reclamen. 

La cuantía se determinará por el valor de las pretensiones al tiempo de 

la demanda, que tomará en cuenta los frutos, intereses, multas o perjui-

cios reclamados como accesorios, causados hasta la presentación de 

aquella. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#32
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#86
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(…) 

PARÁGRAFO. Cuando la cuantía esté expresada en salarios mínimos le-

gales mensuales vigentes, se tendrá en cuenta aquel que se encuentre 

vigente en la fecha de la presentación de la demanda.” (Se resalta). 

A su turno, el artículo 155 del CPACA, señala: 

 
“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN 

PRIMERA INSTANCIA. <Artículo modificado por el artículo 30 de la Ley 

2080 de 2021. Consultar régimen de vigencia y transición normativa en 

el artículo 86. El nuevo texto es el siguiente:> Los juzgados 

administrativos conocerán en primera instancia de los siguientes 

asuntos: 

 

(…) 

 

6. De los de reparación directa, inclusive aquellos provenientes de la 

acción u omisión de los agentes judiciales, cuando la cuantía no 

exceda de mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (…)” 

 

Por anterior, como la controversia sobre la cual recayó el acuerdo 

conciliatorio versa sobre asuntos relativos a la indemnización de perjuicios que 

serían debatidos en un proceso de reparación directa, cuyo monto no 

excede de 1.000 SMLMV, dando aplicación al artículo 168 ídem, este Juzgado 

declarará la falta de competencia para conocer y tramitar el presente 

asunto, y ordenará remitir el proceso a los Juzgados Administrativos de Bogotá 

– Sección Tercera. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.  Declarar la falta de Competencia de este Juzgado para conocer 

asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO. Remitir de manera inmediata el expediente a los Juzgados 

Administrativos de Bogotá – Sección Tercera (Reparto), por ser de su 

competencia. 

 

TERCERO. Por Secretaría déjense las constancias respectivas. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 
 
 
 
D.C.R.P. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#30
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#86
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EXPEDIENTE:   11001-33-34-003-2022–00200-00 

CONVOCANTE: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO - 

SIC 

CONVOCADO: LUZ FERNANDA CASTILLO LUNA                      

MEDIO DE CONTROL: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Asunto: Remite por competencia – Sección Segunda 

  

Visto el informe secretarial que antecede2, procede el Juzgado a tomar la 

decisión que en derecho corresponda, en relación con el acuerdo 

conciliatorio remitido por la Procuraduría 11 Judicial II para Asuntos 

Administrativos. 
 

ANTECEDENTES 
 

La Superintendencia de Industria y Comercio - SIC, mediante apoderado 

elevó solicitud de conciliación extrajudicial convocando a la señora Luz 

Fernanda Castillo Luna, en procura que se evite iniciar una demanda 

contenciosa administrativa en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral, para que se reliquiden y 

paguen las prestaciones económicas contenidas  en el Acuerdo 040 de 1991 

expedido por Corporanónimas, a saber: prima de actividad, bonificación por 

recreación y prima por dependientes, incluido el porcentaje correspondiente 

a la reserva especial del ahorro, para los periodos 26 de octubre de 2018 a 15 

de octubre de 2021 (prima de actividad y bonificación por recreación) y 26 

de octubre de 2018 a 31 de agosto de 2020 (prima por dependientes). 

 

CONSIDERACIONES 
 

De la revisión de las pretensiones, hechos y documentos aportados con el 

acuerdo conciliatorio, el Juzgado precisa que el presente asunto es de 

naturaleza eminentemente laboral y por tanto, conforme con lo establecido 

en el artículo 24 de la Ley 640 de 2001 para la aprobación judicial de 

conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo 

“Las actas que contengan conciliaciones extrajudiciales en materia de lo 

contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) 

días siguientes al de su celebración, al juez o corporación que fuere 

                                                 

1 Para evitar posibles retrocesos o demoras, solo radique en la citada dirección electrónica para memoriales 

dirigidos a este Despacho. 
2 Ver archivo 04InformeSecretarial 

mailto:correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co
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competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que 

imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será 

consultable”. 

 

En concordancia, se cita el Acuerdo PSAA06-3345 del 13 de marzo de 2006, 

emitido por el Consejo Superior de la Judicatura, que señaló que los 

Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá, se distribuirían 

conforme con la estructura de secciones del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, dispuesta en el artículo 18 del Decreto Extraordinario 2288 

de 1989 “por medio del cual se dictan algunas disposiciones en relación con 

la Jurisdicción Contencioso Administrativa”.  

 

Es así como, el mencionado artículo 18 señala respecto a las competencias 

de las secciones primera y segunda, lo siguiente: 
 

“Atribuciones de las secciones. Las secciones tendrán las siguientes 

funciones:  
 

Sección Primera. Le corresponde el conocimiento de los siguientes 

procesos y actuaciones: 

1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a 

las demás Secciones. (…) 

Sección segunda. Le corresponde el conocimiento de los procesos de 

nulidad y de restablecimiento del derecho de carácter laboral, de 

competencia del Tribunal. 

 

(…).” (Resalta el Juzgado) 
 

En ese sentido, la competencia dado el origen de la controversia que fue 

objeto de conciliación extrajudicial, relativa al medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral, no es de la Sección Primera 

sino de la Sección Segunda de los Juzgados Administrativos de Bogotá. 

 

Ahora bien, respecto de la cuantía señala el artículo 155 del CPACA, lo 

siguiente:  

 
“ARTÍCULO 155. COMPETENCIA DE LOS JUECES ADMINISTRATIVOS EN 

PRIMERA INSTANCIA. <Artículo modificado por el artículo 30 de la Ley 

2080 de 2021. Consultar régimen de vigencia y transición normativa en 

el artículo 86. El nuevo texto es el siguiente:> (…) 2. De los de nulidad y 

restablecimiento del derecho de carácter laboral que no provengan de 

un contrato de trabajo, en los cuales se controviertan actos 

administrativos de cualquier autoridad, sin atención a su cuantía.  

(…). 

Por anterior, como la controversia sobre la cual recayó el acuerdo 

conciliatorio versa sobre asuntos laborales que serían debatidos en un 

proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, este Juzgado declarará 

la falta de competencia para conocer y tramitar el presente asunto, y 

ordenará remitir el proceso a los Juzgados Administrativos de Bogotá – 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#32
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021_pr001.html#86
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Sección Segunda, tal y como lo avizoró la Procuradora 11 Judicial II para 

Asuntos Administrativos en la audiencia de conciliación llevada a cabo el 5 

de abril de 20223. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Administrativo del Circuito de 

Bogotá,  
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.  Declarar la falta de Competencia de este Juzgado para conocer 

asunto de la referencia, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO. Remitir de manera inmediata el expediente a los Juzgados 

Administrativos de Bogotá – Sección Segunda (Reparto), por ser de su 

competencia. 

 

TERCERO. Por Secretaría déjense las constancias respectivas. 

 

 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

 

EDNA PAOLA RODRÍGUEZ RIBERO 

Jueza 
 

 
 
 
 

Ergc  

                                                 

3 Ver folio 79 del archivo digital 02EscritoYAnexos 
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